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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TI{IBUNAL CONSTI'I'UCIONAL

Li¡na 5 de noviembre dc 2018

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional interpueslo por don Ciprián Huamtin de la
Cruz contra Ia resolución de fojas 1,13, de lecha 22 de setienbre de 20 I 5, expedida Por
la Plir¡era Sala Civil de la CoÍe Superior dc Justicia de L¡na que declaró improccdcntc
la demanda de autos,

AMBNl'OS

E entencia emitida cn el Sxpcdicnte 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario
El Peruano el 29 de agosto de 201,1, este Tribunal cstableció, en el

nto 49. con carác¡er de precedente, que se expcdiñ senlcncia intcrloculori¡
enegatoria. dictada sin ¡nás lrá¡nile, cuando sc prcscnte alguno de los siguient§s

supuestos! que igualmente eslán co¡lenidos en cl alticulo I I del Reglamenl¡i)
Normativo del Trihrnal Constitucional:

a.)

b)

c)

Carczca de fundamentación la supuesta vulneración q!¡e se invoque.
La cuestión de Dereqho contcnida en el recurso no sea de especial
trascendencia constitucional.
La cueslión de Derecho invocada contradiga Lrn precedente del l'ribunal
Conslitucional.
Sc haya decidido de manera desestimatoria en casos suslancialnente igualcs.

2. En la sentencia ernilida en el Hxped;enic 00169-20I 3-PA/TC, publicada el l9 de
junio de 2015 en el pofal wcb instilucional. este Tribunal ConstitLrcional declari)
inlund¡da la demanda de amparo por considerar que Ia suspensión de la pensión de
jubilación del demandante obcdccía a la existencia de indicios razonables de

aduherac;ón dc la documcntación que sustenta su derecho. pues mediantc cl
Infofl¡e Cralolécnico 4l 7-2008-SAACI/ONP se deteflninó quc la documenta!ión
quc sirvió dc sustcnto para la obtcnción de la pensión dejubilación era irreSular.

3- lll prcscnte caso es sustancialmente igual al resuelto, de manera desestinla¡ori¡, en
la sentcncia cmilida cn el Expedicnte 00169-20I 3-PA/TC. dado que el demandante
pretende que se le restituya su pensión dejubilación del régimen mi¡rero conlo ¡e
a la Ley 25009; sin embargo, medianle el Inl'orl¡e de I'iscalización, dc fecha 2l dc
diciembre de 2014 (ft i2 y ll), se determinó qlre se ha comprobado la cxistcncii
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de falsedad en el vínculo laboral atribuido con el empleador Empresa Minera San

Nonato SA y por lo tanto la falsedad en la solicitud de prestaciones económicas la

¡¡isma que se considera como declaración jurada del adminislrado don Ciprián
Huanrán de la Cruz.

4. En consecuencia, y de lo expueslo eD el fundamento 2 y 3 r?rpr"¿r, se verifica quc cl
presenle recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el

acápite d) del fundamento 49 de la sentencia emitida cn el Expediente 00987-201'l
PA/TC y en el inciso d) del artículo ll del Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedente

el recurso de agravio constitucional.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con Ia autoridad que lc
confiere la Constitució¡r Política del Perú, y la parlicipació¡ dcl magistrado Espinosa-

Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del

magistrado Ferrero Costa.

IlESUDLVE

Dcclar¡r IN{PROCEDENTE el recurso dc a vio consliluciorral

Publíquese y notifíquese

SS.

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOAI)
ESPINOSA-SALDAÑA

¿'! a,

Lo $""

alT
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VOTO SINGULAR DEL MAGISI'RADo T'T]RRERO COSTA

Con la poleslad que me olorga Ia Constitución, y con el mayor respeto por la ponencif,
de mi colega magishado, emilo el presente voto singular. para cxpresar rcspctuosantcntc
que disiento del precederte vinculante establecido en la Scntcncia 00987 -2014-P Al'l('..
SENTI-INCIA INI ERI,OCUI ORIA DENEGATORIA, por los lundamentos que a
continL¡ación expongo:
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[], TRTBTIN^L CoNST¡TUCTONAL coMo coRTE DIr RliylslóN o FALLo y No Du
CASACIÓN

La Conslitución de 1979 creó el -lribunal de Gamntías Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convi ió al Tribunal Constitucional
cn inslancia dc f'allo. t,a Constitució¡ del 79, por primcra vez en nuestra historia
conslilr¡cional, dispuso la creación de un órgano ad,40c. independiente dcl Poder
.l¡.rdicial, co¡r la tarea de gara¡tizar la suprcmacia constilucional y la vigencia plcna
dc los dcrechos l'l¡¡damentales.

2. La l-ey lundamcntal de 1979 estableció que el Tribunál de Garantías
Constitl¡cionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía jurisdicción
cn todo el lerdtorio nacional para conocer, en tíd de casación, de los habeut; curpu:
y amparos denegados por el Podcr Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
conslituía una instancia habilitada para fallar en forma dellnitiva sobre la causa. Es
dccir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como arnen¿¡za o lesión a los
dcrcchos reconocidos en la Constitución.

3. En esc sentido, 1a Ley 23385, Ley O¡gánica dcl l'ribunal de Garanrias
Conslilucionalcs, vigente en ese momento, estableció, en sus articulos 42 al 46. que
dicho órgano, al enconlrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma errada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
t¡amilació¡ v resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deilciencia, devolvc¡á los acluados a Ia Corte Suprema de Justicia de la
República (rccnvio) para que emita ¡uevo lallo siguiendo sus lineamicntos,
proccdimienlo clL¡e. a todas Iuccs. diiataba en cxceso los procesos constitucionales
mencionados.

.1. Fll modeio de tutela al]te amenazas y vr¡lneración de dcrechos fue se¡iamcntc
modiflcado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplian los
mccanismos dc tu¡cla de dos a cuatro, a saber. habea.r corpus, amp.aro, habeas data
1, acción de cumplimiento. En segundo lugar, se c¡ea al T¡ibunal Constitucional
corno órgano de conlrol de la constitucionalidad, aun cuiüdo la Constit$ción lo
caliñca erróneamcnte como "órgano dc control de la Constitución',. No obstante. en

Fn
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matcria de procesos conslilucionales de la iibertad, la Constitución establece quc el
'l ribunal Constitucional cs insla¡cia dc revisión o l'allo.

5. Cabe scñalar que la Constitución Política del Perú, en su articr'rlo 202, inciso 2'
prescribe que corresponde al l¡ibunal Constitucional "conocet, e úllima y
clel¡niliva instanc¡11, la"^ resoluciones rle egatorias dictddas en kts pror:'tsot de

habeas corpus, ampLtro, habeas dala ! acc¡ón de cumliimienlo" Esta disposición

constitucjonal, desde una posición de franca lutela de los derechos fundamentales,

exige que el Tribunal Constitucional escl¡che y cvalúe los alcgatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derccho fL¡ndamental. Una lectura diversa

conlravendria mandatos csenciales de la Constitución, como son el principio dc

defensa de la persona humana y el rcspeto de su dignidad como fin supremo de la

socicdad y del llstado (articulo 1), y "la obsetrancia del deb¡do proceso y tuleld

¡uritdiccio al- Ningltna petsona puede ser deflidda de la jurisdicción
predeterñinada por l4 le!, ní somelidd d Procedimiento distinto de los previamente

ettablecídos, nijuzgada pot órganos iurisdiccionales de excepción ni lot
cot lisiones especidles cteadas al efecto ctulquiera sea su deno ifiación",
consagrada cn cl articulo 139, jnciso 3.

6. Como se advierte, a difcrcncia de lo que acontece en otros paises, en los cuales el

acceso a la irltima instancia co¡stitucional tiene lugar por la vía del cerfiordri
(Suprcma Corte dc los Estados Unidos), en el Perú cl Poder Co¡stituyente op1ó por

un órgano supremo de interprctación de la Constitución capaz dc ingresar al fondo

en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una

prolección dc su derecho en sede del Pode¡ Judicial. En otras palabras, si lo que

cstá cn discusión cs la supuesta a1¡enaza o lesión de un derecho fundamcntal, se

debe abrir Ia via correspondiente para qL¡e e1 I¡ibunal Constitucional pueda

pronunclarsc. Pero la apertura de esta vía solo se produce si sc permite al

peticionantc colaborar cou los .iueces constitucionales mediante un pormenorizado

irn¡li.is dc 1,, qr-re se prclc¡rdc. Ll( lo que se inroca.

7. Lo conslitucio¡lal es escuchat a la parte como concretizacií)n de su dcrccho

irrenunciablc a la del'ensa; adcmás, un Tribt¡nal Constitucional constituye el más

e1¡ctivo medio de delinsa dc krs de¡echos f'undamentales l-rente a los poderes

públicos y privados, 1o cual evidencia el t¡iunfo de la justicia frente a Ia

arbitrariedad.

El, Df,RucIo A sER oiDO co}to NIANt¡usracló¡ og t,,t uultocn¡Tlz^clóN DE l,os
PRocEsos CoNs tl'ructo\Al-Es DE t,a LtaER'r^l)

Il. t-a adrninistración dc.justicia constitt¡cional dc la libenad que brinda el Tribunal
Conslilucional, desde su creación, es rcspetuosa, como conesponde, del derecho de
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del'ensa inherenle a loda pcrsona, cuya manifestación pimaria es el derecho a ser

oído oon todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso cn el cual se

detcrminen sus dcrechos. inlereses y obligaciones.

9. P¡ecisamcnte. mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución conslitucional
sin realizarse audicncia de visla está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

cicctiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer. dc manera escrita y
oral. los argumenlos pertinentes, concrelándose el principio de inmediación que

debe regir cn todo proceso constitucional.

10. Sobre la iüteNención de las partes, coresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia coDstituye una manifestación del poder que cl

ltstado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constituciona] c¡.¡ando sc

brinda con eslricto respeto dc los de¡echos inhe¡entcs a todo ser humano, Io quc

incluye el derecho a ser oido con las debidas garantias.

I l. Cabe añadir que la participación directa de las pa¡tes, cn defensa de sus i¡tereses,
que se concede en Ia audiencia de vista, también constituye un elemento quc

democraliza cl proceso. De lo conhario, se decidi¡ía sobre la esfera de inte¡és de

una pesona sin permitirle alegar lo corrcspondiente a su l¡vor. lo quc resultaria
excluyente y a¡tidemocrático. Además. el Tribunal Constitucional tiene el deber

ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
a¡gumcntos que justil-rcan sus decisiones, porquc el Tribunal Constitucional sc

legitima no por ser un t¡ibunal dc justicia, sino por la jr.rsticia de sus tazones, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hccho relevantes en cada

caso que resuelve.

12. Lln ese sentido, la Corte Intenmericana de Derechos Humanos ha establecido qüe el

dc¡ccho de defensa "obliga al Esludo d lratqr al ifid¡N¡t:luo en ¡odo momenlo (omo

un verdadero sujeto del proceso, en el nát amflto s!n!iJo J¿ e:l¿ conceplo, ! t1o

simpleúenfc como objeÍo del m^nno"'. ) que "pord quc ¿\iita debido froce.ro legal
es preci.to qLLe un justitiable ¡tuedu hacer raler tui derechos y delender sus

/r/./r\(\ .,7 lot t11tl cltct,.'-o )'tn condiciones de ígualdud procesdl con otros
t tt¡ct¿hl¿.'"'.

I Coñe IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
pánalo 29.
: Cu.t. iDH. Caso Hilaire, Constanti[e y Benjamin y otros vs. Trinidad y'lobago,
senlencia del 21 de junio dc 2002, párrafo i46.
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N.\Tt R.\LIz^ PRo( r:s:\t- Dut,llucuRSo DE AcRAvto CoNS-rlrucloNAl,

1i. 1ll nlodclo de "instancia de l'allo" plasmado en la Constitución no puede ser

desvirtuado por el Tlibunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposicioncs. Dicho Tribunal es su intérprete sup¡emo, pero no su refbrmador, toda
vez que como órga¡o constitr¡ido también está sometido a la Constitución.

l.l. Cuando se aplica a un proceso constituck)nal de la libertad la denominada

"sentencia interlocutoria", el rccurso de agravio constitucional (R-AC) picrde su

verdadem cscncia juridioa, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencic
para "revisar" l1irnucho menos "recalificar" el recurso de agravio colstitucional.

15. De conl'ormidad con los articulos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, cl
l'rib!¡nal Constilucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia dc Ia
Sala Supcrior dcl Poder Judicial. Al Tribunal 1o que le corresponde es conoccr del
I{AC -y pronunciarse sobre el lbndo. Por e¡de. no le ha sido dada la competencia dc
rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la parlc alcga
ccrno un agrar io .¡uc le (¿u.a indefensiún.

16. Por otro lado, la "sentcncia intcrlocutoria" cstablece como supuestos para su

aplioación lórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en ei mejor de los casos,

requiere ser aclarado. jnstiñcado y concretado en supuestos espccíficos. a saber,

idcntificar cn qué casos se aplicaría. No hacerlo, no delinirlo, ni justillcarlo,
convierte el empleo de Ia precitada sentencia en arbitrario, loda vez qL¡e se podda
aleclar. eütre otros, el derecho t'undamental de defensa, en su manifestacióD de sc¡
oido con las dcbidas galanlias, pucs cllo daria lugar a dccisioncs subjetivas ¡
carentes de predictibilidad, al¡ctando notablemente a los justiciables, quicnes
lendrían que adivil1ar qué ¡esolverá el Tribunal Constitucional antes de preseltar su

respectiva demanda.

17. l)or lo dcr, rás, »r.rtat¡s mutalnd¡s. cl precedcntc vinculante contenido en la Scntencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
1'a11os, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005-PHC/'I'C). Del mismo modo, constituye una reafirmación dc la naturaleza
procesal de los procesos conslilucionales de la libenad (supletoriedad. vía prer ia.
vÍas paralelas, litispendencia, invocación del de¡echo constitucional líquido y
cie o, etc.).

18. Sin cmbargo, cl hccho dc quc los procesos constitucionales de Ia libenad sean de
Lrna naluraleza procesal distinta a la de los procesos ordilarios no constiluye L¡n

motivo para que se pueda desvi¡tuar la esencia principal del recu¡so de agrat io
constitucional.
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19. Por tanlo, si se ticnc en ouenta que ia justicia en sede constitucional representa la

úllima posibilidad para protegq y rcparar los derechos fundamentales dc los

agraviados, voto a lavor de que en el presente caso sc convoque a audiencia para la
vista, lo qLle garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia úhima y
deñnitiva, sca la adecuada para poder escuchar a las pemonas afectadas en sus

dcrechos esenciales cuando no encuentrall justicia cn el Poder Judicial;
especialmente si se ticnc en cuenta que, agolada la via constitucional, al justiciable

soio )e queda el camino de la jurisdicción internacioDal de protección de derechos

humanos.

20. Como alimó Raill lerrcro Rcbagliati, "la defensa del de¡echo dc uno es, al mismo
liempo, una dcfcnsa total de la Conslitución, pues si toda garantia constitt¡cional
eitraña cl acccso a la prestación jurisdiccional, cada cual al delénder su derecho

está dcfcndiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o

envilecida sin la protección judicial autóntica".
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